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PRoCediMientoS eSPeCiALeS 
ConSideRAdoS en LA LeY 1098 de 2006 
En	términos	generales	y	de	conformidad	con	el	Artículo	144	de	la	Ley	1098	de	
2006, el procedimiento penal aplicable es el contemplado en la Ley 906 de 2004. 
Sin	embargo,	entre	los	Artículos	192	y	200	de	la	Ley	1098	se	regularon	los	proce-
dimientos	especiales	cuando	niños,	niñas	o	adolescentes	son	víctimas	de	delitos	
y se constituyeron normas especiales y de aplicación prevalente, de manera que 
complementan la ya vistas de la Ley 906. 
Conforme	al	Artículo	192	de	 la	Ley	1098,	en	 los	procesos	en	 los	que	 la	
víctima	resulte	ser	un	niño,	una	niña	o	un	adolescente,	se	obliga	a	observar	los	
principios de interés superior del niño, prevalencia de sus derechos, protección 
integral y los derechos previstos en la ley internacional, la Constitución y la 
ley nacional.
Es preciso reiterar que estos procedimientos especiales, al igual que la legis-
lación en materia de menores, parte de la normativa internacional que, en materia 
de	menores	 víctimas,	 está	 constituida	 en	 general	 por	 la	Convención	 sobre	 los	
derechos del niño y, en particular, por:
1. El Protocolo facultativo de la Convención sobre los derechos del niño 
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2. Las Directrices de las Naciones Unidas sobre la justicia en asuntos con-
cernientes	a	los	niños	víctimas	y	testigos	del	delito,	de	2005.
3. Informe de las Naciones Unidas sobre la violencia contra los niños, de 
2006. 
De	ahí	que	constituyan	la	fuente	de	consulta	esencial	para	el	desarrollo	de	los	
procedimientos que se desarrollan a continuación.
1. Criterios que desarrollan los principios 
Según Alexy, los principios son normas de optimización, es decir, aquellas cuya 
observancia provee las bases para aplicar las instituciones constitucionales, al 
articularlas con las normas ordinarias. 
Con similar criterio, en cuanto a procedimientos especiales, la Ley 1098 dio 
inicio señalando los principios y, en segundo lugar, construyó unos criterios que 
deben observar las autoridades judiciales, es decir, los operadores de la Rama 
Judicial en desarrollo de las actuaciones relacionadas con delitos en los que hayan 
sido	víctimas	niños,	niñas	o	adolescentes,	para	hacer	posibles	dichos	principios.	
Los criterios considerados en la Ley son los siguientes:
1.1. Prioridad 
Particularmente	cuando	las	víctimas	son	niños,	pero	los	delitos	son	cometidos	
por adultos, no existen alteraciones de la competencia ordinaria de los funciona-
rios	judiciales	como	los	fiscales	o	los	jueces	penales,	conforme	a	las	atribuciones	
previstas en la Ley 906 de 2004. Esto conlleva la coexistencia de actuaciones, 
sean ellas procesales o preprocesales, en donde se reconozca la existencia de 
víctimas	mayores	de	edad,	víctimas	menores	de	edad,	y	casos	en	que	se	presen-
tan los dos simultáneamente. 
Este criterio informa que, en esos eventos, el funcionario judicial tiene la 
obligación de ocuparse prioritariamente de las actuaciones procesales, sean 
las que fueren, en los que se haya reconocido la existencia de niños, niñas o 
adolescentes	víctimas.








como Medicina Legal, puesto que los peritos e investigadores quedaron com-
prendidos en la designación general. 
1.2. Representación 
De conformidad con la ley civil, la edad es fuente de inimputabilidad, de manera 
que el ser niño, niña o adolescente conlleva que la persona debe tener un repre-
sentante legal o judicialmente reconocido. Este criterio informa que, cuando se 
reconozca	 la	existencia	de	niños,	niñas	o	adolescentes	víctimas,	es	obligatorio	
que el funcionario judicial cite a sus padres o, a falta de ellos, a sus representantes 
legales y, a falta de los anteriores, a las personas con quienes convivan, para que 
los asistan en la reclamación de sus derechos. 





1.3. Especial atención 
Señala	la	norma	que,	en	el	evento	en	que	las	víctimas	sean	niños,	niñas	o	ado-
lescentes, el funcionario judicial debe otorgar especial importancia a alcanzar la 
finalidad	procesal	de	sancionar	tanto	penal	como	civilmente	a	los	responsables,	
sea cual fuere la condición particular que tengan respecto a los hechos objeto del 
proceso, es decir, autor, determinador, cómplice o interviniente en general. De esa 
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En	los	procesos	en	los	que	sean	víctimas	los	menores	de	edad	o	los	incapaces,	el	
Ministerio Público podrá solicitar el embargo y secuestro de los bienes del impu-
tado	en	las	mismas	condiciones	señaladas	en	este	artículo,	salvo	la	obligación	de	
prestar caución.
Esta disposición fue declarada exequible mediante Sentencia C-210 de 2007.
Sin	embargo,	el	numeral	4	del	Artículo	193	de	la	Ley	1098	de	2006	la	mo-
difica	 sustancialmente,	 al	 incluir	 la	 posibilidad	 de	 ordenar	 oficiosamente	 las	
medidas.	Adicionalmente,	facultó	a	los	niños,	las	niñas	y	adolescentes	víctimas,	
a sus padres, sus representantes legales y al defensor de Familia para requerir al 
juez las mismas medidas.
Por otro lado, excluyó la obligación de prestar caución, de manera que siempre 
que	las	medidas	surjan	en	procesos	en	los	que	se	haya	reconocido	como	víctimas	a	
niños, niñas o adolescentes no se condicionan la viabilidad y el sostenimiento de 
las medidas cautelares al pago de dicha caución.
Dentro	del	criterio	de	 la	oficiosidad	debe	mencionarse	 igualmente	que	del	
Artículo	197	de	la	Ley	1098	de	2006	surge	la	obligación	para	el	funcionario	judi-
cial de ordenar el incidente de reparación integral, cuando no lo han promovido 
el representante legal ni el defensor de Familia, de donde se concluye que es 
obligatorio siempre que en el proceso se haya admitido que un niño, una niña o 
un	adolescente	ha	sido	víctima	dentro	de	los	hechos	investigados.
1.5. Indemnidad de los derechos y condición de procedencia del principio de oportunidad 
De	conformidad	con	los	numerales	5	y	6	del	Artículo	193	de	la	Ley	1098,	en	los	
procesos que concluyan por conciliación, desistimiento o indemnización integral 
se	observará	especial	cuidado	para	que	no	se	afecten	los	derechos	de	las	víctimas	
niños, niñas o adolescentes. Evidentemente, se procura que cuando opere este 
tipo de salidas alternas, es decir, formas extraordinarias de conclusión del proceso 




que, alcanzado el acuerdo o tras haberse desistido válidamente de la pretensión, 
sucede el archivo de las diligencias o la preclusión, si el suceso acontece durante 
la investigación o con posterioridad a la presentación del escrito de acusación.
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forma anticipada de terminación del proceso. La indemnización integral es cons-
titutiva de una causal que legitima el ejercicio del principio de oportunidad, al 
tratarse de delito cuya pena máxima no supera los seis años de prisión y al Estado 
no	le	interesa	objetivamente	la	persecución,	esto	es,	la	causal	primera	del	Artículo	
324 de la Ley 906 de 2004. Asimismo, es condición para la suspensión del pro-
cedimiento a prueba, lo que da lugar a la aplicación del mismo principio; sin 
embargo,	tal	evento	se	encuentra	considerado	en	el	numeral	8	del	mismo	Artículo	
y	su	aplicación	ha	sido	restringida	conforme	al	numeral	3	del	Artículo	199	de	la	
Ley 1098 de 2006. 
Asimismo, es preciso considerar que cuando el delito no es querellable y se 
alcanza	un	acuerdo	constitutivo	de	conciliación,	podría	dar	lugar	a	la	suspensión	
del procedimiento a prueba, en ejercicio del principio de oportunidad, caso en 
el cual seguirá el procedimiento correspondiente y debe estimarse la misma res-
tricción	del	Artículo	199	de	la	Ley	1098	de	2006.
Lo cierto es que para que opere la aplicación del principio de oportunidad en 
los	procesos	donde	haya	niños,	niñas	o	adolescentes	víctimas,	la	procedencia	de	
tal principio se condicionó a que hayan sido indemnizados. Por consiguiente, 
no existe incoherencia entre las dos disposiciones.
1.6. Condicionalidad del subrogado de la condena de ejecución condicional 
De la misma forma, la concesión del subrogado de la condena de ejecución con-




los derechos de los niños.
1.7. Limitaciones a la intervención 
En los eventos en que resulte necesaria la intervención de los niños, las niñas y 
los	adolescentes	víctimas	del	delito,	deben	observarse	los	siguientes	lineamientos	
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a. La	opinión	del	niño.	Significa	que	siempre	deberán	ser	escuchados.
b. Condición de niños. El tratamiento no puede ser igual al de un adulto. 
Por el carácter adversarial del proceso, desata un cierto grado de contin-
gencia y de agresividad de las partes, principalmente durante los contra-
interrogatorios, de manera que, en el evento considerado, los niños tiene 
el	amparo	de	todas	las	especiales	consideraciones	que	se	justifican	por	su	
condición	tanto	de	niños	como	de	víctimas.
c. Dignidad. Conforme a la jurisprudencia de la Corte Constitucional, los 
niños, las niñas y los adolescentes son acreedores de todos los mereci-
mientos que su condición humana demanda, de modo que el proceso no 
se erige en un mecanismo de mancillamiento de su dignidad.
d. Intimidad. Ni el proceso ni las diligencias judiciales facultan el descono-
cimiento	de	la	intimidad	de	los	niños,	lo	que	significa	que,	en	el	evento	
de tener que ingresar en aspectos privados de su vida, deberán ser con-
sultados tanto ellos como sus representantes y las autoridades deberán 
abstenerse de hacerlo, salvo que resulte completamente necesario para el 
establecimiento de la verdad y para alcanzar la justicia.
e. Prohibición de estigmatización. En el evento en que el hecho a partir 
del	cual	fueron	victimizados,	generen	tipificaciones	sociales	que	afecten	
desfavorablemente	 la	salud	física	o	mental	del	niño,	de	 la	niña	o	del	
adolescente, los funcionarios se encuentran obligados a impedir que se 
genere dicho efecto, dentro y fuera del proceso.
f. Suspensión	de	la	generación	de	daños.	El	hecho	de	haber	sido	víctimas	
conlleva que los niños, las niñas o los adolescentes sufran algún tipo 
de daño a consecuencia de la acción criminal. El desarrollo del proceso 
genera desgastes de orden económico, psicológico y moral a las partes y 
podríamos	sostener	la	misma	conclusión	de	la	víctima	que,	si	bien	no	es	
parte, es un interviniente tan comprometido, que para estos efectos bien 
puede considerarse en igual renglón. Lo que ordena la norma es impedir 
que el proceso constituya una bola de nieve en cuanto a la generación de 
los daños, de manera que debe evitarse que las actuaciones procesales 
sigan	incrementando	los	daños	antijurídicos	sufridos	por	las	víctimas.	
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1.8. Limitaciones a los reconocimientos médicos
La Ley 1089 de 2006 señala que siempre que deban practicarse reconocimientos 
médicos	a	niños,	niñas	o	adolescentes	víctimas	del	delito,	su	opinión	deberá	es-
cucharse no solo por funcionarios, partes e intervinientes que tengan injerencia 
en la decisión, sino también por los profesionales de la salud encargados de hacer 
los reconocimientos, de manera que su consentimiento es necesario, porque es 
constitutivo de condición de legalidad de los procedimientos. De no ser posible 
su expresión, porque el niño, la niña o el adolescente se encuentra de cualquier 
forma impedido para hacerlo, el consentimiento debe ser requerido en primer 
lugar a sus padres y en segundo lugar a sus representantes legales o al defensor 
de	Familia	o	a	la	Comisaría	de	Familia,	en	caso	faltar	aquellos.	Si	no	se	cuenta	
con ninguno de los anteriores, se consultará al personero o inspector de Familia.
Como quiera que el consentimiento puede ser negado, se les explicará tanto 
la importancia de realizar el procedimiento como las consecuencias de no hacerlo 
y,	si	persisten	en	la	negativa,	podrá	acudirse	al	juez	de	control	de	garantías	para	
que decida de fondo si se practica o no el reconocimiento.
De cualquier forma, las medidas se aplicarán siempre y cuando resulten abso-
lutamente	necesarias	y	cuando	no	se	produzca	menoscabo	a	la	salud	de	la	víctima	
con el procedimiento médico.
1.9. Medidas especiales de protección 
En	principio,	las	medidas	extraordinarias	de	protección,	conforme	a	la	clasifi-
cación que oportunamente se analizó, las ordena la entidad que las aplica. Sin 
embargo,	 cuando	 se	 trata	 de	 proteger	 niños,	 niñas	 o	 adolescentes	 víctimas	 de	
delitos o testigos de los mismos, podrán ser ordenadas por la autoridad judicial. 
Esto no conlleva que la autoridad judicial pueda determinar la medida; esto sigue 
siendo competencia exclusiva de las entidades especializadas en proveer este tipo 
de protección.
1.10. Información y orientación 
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Por otra parte, tienen la obligación de orientarlos acerca de la manera como 
pueden hacer valer sus derechos. 
Es importante destacar que, en uno y otro caso, deben proveerles datos obje-
tivos,	por	cuanto	la	información	tiene	que	ser	fidedigna	y	la	orientación	implica	
que	les	indiquen	el	tipo	de	derechos	que	los	asiste,	así	como	la	manera	mediante	
la cual se pueden servir para lograr la realización de sus derechos. Lo cierto es 
que la autoridad judicial no puede comprometer su juicio acerca del resultado 
del litigio, puesto que puede generarse un asesoramiento ilegal y seguramente 
las condiciones de recusación legales que procedan de conformidad con la ley.
1.11. Prohibición de conceder la detención domiciliaria 
Para aquellos eventos en los que el imputado resulte ser miembro del grupo fami-
liar	de	la	víctima,	el	numeral	11	del	Artículo	193	de	la	Ley	1098	de	2006	señala	
que no podrá concederse la detención domiciliaria como sustituto de la detención 
preventiva, a favor del procesado afectado con la medida.
1.12. Acompañamiento especial 
En	el	evento	en	que	un	niño,	una	niña	o	un	adolescente,	sea	o	no	víctima	de	un	
delito, deba comparecer al proceso en calidad de testigo, siempre deberá estar 
acompañado de una autoridad especializada en tratamiento de menores o, en su 
defecto, por un psicólogo autorizado para recomendar la manera de formular las 
preguntas durante los interrogatorios o contrainterrogatorios, en el contexto de la 
Ley 1098 de 2006.
1.13. Autonomía 
Siempre que haya lugar a la intervención en el proceso de un niño, una niña o 
un	adolescente	en	calidad	de	víctima	o	de	testigo,	la	autoridad	judicial	debe	es-
tablecer que no lo hace bajo presiones o intimidaciones. Es importante señalar 
que no se trata de un control formal, pasivo ni residual, sino material, activo y 
primordial, dada la especial vulnerabilidad del niño, de la niña o del adolescente, 
de manera que este deber no se satisface con que el operador judicial interrogue 
al menor acerca de si han existido presiones o amenazas, puesto que, de haberlas, 
lo más probable es que sea adiestrado para que las niegue. 
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2. Medidas especiales para el desarrollo de las audiencias
La Ley contempló tres medidas especiales de protección para los menores de 18 
años	que	hayan	sido	víctimas	de	delitos	en	las	cuales	hayan	de	intervenir.	Algunas	
de esas medidas son obligatorias, mientras una se consideró como excepcional. 
2.1. Medidas obligatorias 
Estas	medidas	no	son	discutibles,	lo	que	significa	que	no	dependen	del	parecer	
de la autoridad judicial, sino que deben observarse como condición de legalidad 
de la diligencia. 
a. En ningún caso podrá exponerse al menor frente a su agresor. Evidentemente, 





de la Constitución, la sentencia condenatoria es una condición indispen-
sable	para	desvirtuar	la	presunción	de	inocencia,	habría	sido	más	corres- 
pondiente al ideal de protección utilizar la expresión “imputado” o 
“procesado”. Lo cierto es que, en los términos en los que fue redactada 
la norma, se entiende que cualquier persona que pueda haber agredido al 
menor no puede ser careada con él. 
b. Utilización	de	medios	tecnológicos.	A	fin	de	evitar	que	exista	confronta-
ción	entre	la	víctima	y	su	agresor,	la	diligencia	debe	realizarse	valiéndose	




c. Asistencia especializada. Durante toda la diligencia, el menor tiene que 
estar acompañado de un profesional especializado en tratamiento de 
menores, quien dará las indicaciones pertinentes para realizar el inte-







Los menores en el sistema penal colombiano 
 2.2. Medidas discrecionales 
Debido	a	que	por	disposición	contemplada	en	el	Artículo	144	de	la	Ley	1098	de	
2006 se aplican las disposiciones de la Ley 906 de 2004, conforme con la cual el 
proceso se despliega mediante audiencias públicas, cuando se actúa respecto a casos 
en	los	que	ha	habido	víctimas	menores	de	18	años,	el	juez	puede	impedir	el	acceso	
al	público,	siempre	que	ello	redunde	en	beneficio	de	los	intereses	del	menor.
De cualquier forma, esta prerrogativa que, si bien no es caprichosa, tampoco 
es obligatoria, implica que deben asistir las partes, la autoridad judicial, el defensor 
de	Familia,	los	organismos	de	control	y	el	personal	científico	de	apoyo	al	niño,	a	
la niña o al adolescente.
El hecho de haber mencionado apenas una medida de carácter eventual no 
implica que sea la única. La verdad es que, consecuente con los privilegios con-
cedidos constitucionalmente a los intereses de los menores y con la prevalencia 
de sus derechos, el juez puede adoptar cualquier otra medida que, de acuerdo con 
los	principios	enunciados,	permitan	realizarlos,	siempre	que	por	esta	vía	no	se	
conculque la legalidad del procedimiento.
2.3. Intervención de los asistentes del menor 
Si bien el menor se encuentra asistido por varias personas, instituciones, profe-
sionales especializados, dos de esos asistentes tienen funciones particulares cuyo 
cumplimiento grava su responsabilidad. Se trata del defensor de Familia y del 
representante legal del menor. 
2.3.1. Defensor de Familia 
Para efectos exclusivos de los procesos penales en los que haya sido reconocido 
un	niño,	una	niña	o	un	adolescente	como	víctima	de	los	hechos	que	se	investigan,	
este funcionario fue autorizado para solicitar información, incluso la reservada, 
relacionada con el desarrollo de las investigaciones. Sin embargo, por ser tan 
limitadas sus facultades, no puede concluirse que se lo haya convertido en una 
parte o un interviniente del proceso, puesto que la única facultad que lo asiste es 
la	de	solicitar	información	y	verificar	si	se	ha	dado	cumplimiento	a	la	garantía	de	
los derechos de los menores. Como tal, se encuentra facultado para recibir y, por 
consiguiente, exigir toda la información que requiera acerca del desarrollo de 
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luego, el hecho de poder requerir información acerca del desarrollo de las inves-
tigaciones no conlleva que se encuentre vedado para acceder a dicha información 
durante la etapa del juicio, si de proteger los derechos de los niños, las niñas y los 
adolescentes	víctimas	se	trata.
De cualquier forma, se encuentra facultado para promover el incidente de 
reparación integral y, de una interpretación sistemática de la norma contenida 
en	el	Artículo	197	de	la	Ley	1098	de	2006,	surge	que	es	obligatorio	promoverlo	
cuando nadie más lo haya hecho.
2.3.2 Representante legal 
Por	disposición	expresa	del	Artículo	196	de	la	Ley	1098	de	2006,	el	represen-
tante	 legal	de	 los	menores	víctimas	de	delitos	 imputados	a	adultos	 fue	erigido	
en interviniente de los procesos en los que se investiguen y juzguen adultos que 
hayan victimizado a niños, niñas o adolescentes. Disponen de todas la facultades 
atribuidas	a	las	víctimas	tanto	en	la	Ley	906	de	2004	como	en	la	1098	de	2006	
e incluso puede promover el incidente de reparación integral.
Es	derecho	legalmente	reconocido	que	las	víctimas	dispongan	de	un	abogado	
que represente sus intereses durante el juicio y el incidente de reparación inte-
gral,	el	cual	puede	ser	designado	por	 la	Defensoría	del	Pueblo	aun	sin	el	aval	
de	los	padres	del	menor.	Esto	significa	que	necesariamente	el	niño,	la	niña	o	el	
adolescente tiene que ser representado por un procurador judicial, el cual puede 
dar inicio a su actuación incluso contra la voluntad de designación de los padres 
del menor. Es su obligación promover el incidente de reparación integral cuando 
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2.3.3. Profesionales especializados 
Si bien dentro del texto de la Ley 1098 de 2006 no aparece un desarrollo 
completo de la figura de los profesionales especializados, han sido seña-
lados	como	asistentes	del	menor	víctima	del	delito	y	de	los	menores	testigos	
de los delitos, de suerte que su intervención se limita a asistir al menor durante 
los interrogatorios y, en general, durante las diligencias judiciales en las que 
deban intervenir.
Pese	a	lo	anterior,	el	Artículo	198	de	la	misma	Ley	creó	los	llamados	“pro-
gramas de atención especializada para los niños, las niñas y los adolescentes 
víctimas	de	delitos”,	 los	cuales	deben	ser	desarrollados	por	el	Gobierno	na-
cional, departamental, distrital y municipal bajo la supervisión del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar o la entidad que haga sus veces. Su función 
consiste en desarrollar los programas de atención especializada, los cuales 
deben responder a la necesidad de protección integral de los niños, las niñas 
y los adolescentes, la prevalencia de sus intereses y el tipo de delito en que 
fueron victimizados. 
Por consiguiente, estos profesionales especializados deben surgir de estos 
programas, lo cual desde luego no obsta que a falta de ellos se acuda a otros, pero 
se espera que sean de estos programas de donde se conformen las listas de per-
sonas	altamente	especializadas	en	el	tratamiento	de	los	menores	víctimas.	
3. Limitaciones respecto a la concesión de beneficios  
y mecanismos sustitutivos que favorecen a los procesados 
En	desarrollo	de	los	postulados	de	la	Criminología	crítica,	particularmente	con	
base en los trabajos de Luigi Ferrajolli, se ha considerado una serie de derechos 
y	garantías	de	 los	procesados,	de	 la	que	han	surgido	 importantes	criterios	 in-
formados	por	las	normas	internacionales	dirigidos	a	 limitar	significativamente	
medidas tan agresivas como la privación de la libertad.
De la misma forma, dentro de la legislación sobre prisiones se ha dado cabida 













o adolescente. Desde el segundo punto de vista, es preciso que la imputación 
involucre	al	menos	un	delito	contra	los	bienes	jurídicos	de	la	vida	y	la	integridad	
personal, cuando se trata de delitos dolosos de homicidio y lesiones personales y 
delitos contra la libertad e integridad y formación sexuales.
Las siguientes son las limitaciones señaladas por la Ley cuando se cumplan 
las condiciones previstas:
3.1. Medida de aseguramiento 
La	Ley	906	de	2004	clasifica	las	medidas	de	aseguramiento	en	privativas	y	no	
privativas de la libertad. Entre las primeras se encuentran la detención preventiva 
en centro de reclusión y la detención preventiva en la residencia del imputado.
Conforme	al	Artículo	307.b	de	la	Ley	906	de	2004,	entre	las	no	privativas	
de la libertad se encuentran la obligación de someterse a un mecanismo de 
vigilancia electrónica; la obligación de someterse a la vigilancia de una per-
sona o institución determinada; la obligación de presentarse periódicamente 
o cuando sea requerido ante el juez o ante la autoridad que él designe; la 
obligación de observar buena conducta individual, familiar y social, con es-
pecificación	de	 la	misma	y	su	 relación	con	el	hecho;	 la	prohibición	de	salir	
del	país,	del	lugar	en	donde	reside	o	del	ámbito	territorial	que	fije	el	juez;	la	
prohibición de concurrir a determinadas reuniones o lugares; la prohibición de 
comunicarse	con	determinadas	personas	o	con	las	víctimas,	siempre	que	no	se	
afecte el derecho a la defensa; la prestación de una caución real adecuada, por 
el propio imputado o por otra persona, mediante depósito de dinero, valores, 
constitución	de	prenda	o	hipoteca,	entrega	de	bienes	o	la	fianza	de	una	o	más	
personas idóneas; la prohibición de salir del lugar de habitación entre las 6:00 
p. m. y las 6:00 a. m.
La detención preventiva procede en los siguientes casos: 
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b. En	los	delitos	investigables	de	oficio,	cuando	el	mínimo	de	la	pena	pre-
vista por la ley sea o exceda de cuatro años.
c. En	los	delitos	a	los	que	se	refiere	el	Título	VIII	del	Libro	II	del	Código	
Penal,	cuando	la	defraudación	sobrepase	la	cuantía	de	150	salarios	mí-
nimos legales mensuales vigentes.
Según	el	Artículo	314	de	la	Ley	906	de	2004,	puede	sustituirse	por	la	deten-
ción preventiva en el lugar de residencia en los siguientes eventos, aun cuando 
el	lugar	puede	ser	también	clínica	u	hospital,	de	acuerdo	con	las	condiciones	
del imputado:
a. Cuando para el cumplimiento de los fines previstos para la medida de 
aseguramiento sea suficiente la reclusión en el lugar de residencia, 
aspecto que será evaluado por el juez al momento de decidir sobre 
su imposición.
b. Cuando el imputado o acusado sea mayor de 65 años, siempre que su 
personalidad, la naturaleza y modalidad del delito hagan aconsejable su 
reclusión en el lugar de residencia.
c. Cuando a la imputada o acusada le falten dos meses o menos para el par-
to. Igual derecho tendrá durante los seis meses siguientes a la fecha del 
nacimiento.
d. Cuando el imputado o acusado estuviera en estado grave por enfermedad, 
previo	dictamen	de	médicos	oficiales.
e. Cuando la imputada o acusada sea madre cabeza de familia de hijo me-
nor de 12 años o que sufriera incapacidad mental permanente, siempre 
y cuando haya estado bajo su cuidado. En ausencia de ella, el padre que 
haga	sus	veces	tendrá	el	mismo	beneficio.	
En	cambio,	de	conformidad	con	el	Artículo	315	de	la	Ley	906	de	2004,	hay	lugar	
a las medidas no privativas de la libertad:











procesos por homicidio y lesiones personales dolosos y los que se relacionan con 
delitos contra la libertad e integridad y formación sexuales de los cuales fueron 
víctimas	niños,	niñas	o	adolescentes,	no	procede	sino	 la	detención	preventiva	
como	medida	de	aseguramiento,	de	manera	que	no	operan	los	Artículos	307.b	y	
315 de la Ley 906 de 2004.
Por otro lado, no puede sustituirse la detención preventiva en los casos con-
templados	en	los	numerales	1	y	2	del	Artículo	314	de	la	Ley	906	de	2004,	lo	que	
significa que no hay lugar a conceder la detención preventiva en el lugar de 
residencia	cuando	para	el	cumplimiento	de	los	fines	previstos	para	la	medida	 
de	aseguramiento	sea	suficiente	la	reclusión	en	el	lugar	de	residencia,	según	eva-
luación	del	 juez	de	 control	 de	 garantías	 ni	 cuando	 el	 imputado	o	 acusado	 sea	
mayor	de	65	años.	En	cambio,	sí	procede	la	sustitución	en	los	eventos	restantes.
3.2. Principio de oportunidad 
El principio de oportunidad fue dispuesto en la legislación colombiana a partir 
del Acto Legislativo 03 de 2002 y desarrollado en la Ley 906 de 2004, en los 
Artículos	321	a	330.	Consiste	en	poder	suspender,	interrumpir	o	renunciar	al	ejer-
cicio de la acción penal cuando opera alguna de las causales que la Ley previó.
No	es	una	medida	 arbitraria	de	 los	fiscales,	 sino	que	hay	 lugar	 a	 su	 apli-
cación	únicamente	de	conformidad	con	la	política	criminal	del	Estado	por	las	





Ley 906 de 2004.
Por	 su	 parte,	 el	 numeral	 3	 del	Artículo	 199	 de	 la	Ley	 1098	 de	 2006	 pro-
hibió la viabilidad del principio de oportunidad en los procesos por los delitos 
de homicidio y lesiones personales dolosos y los que se relacionan con delitos 
contra	la	libertad	e	integridad	y	formación	sexuales	de	los	cuales	fueron	víctimas	
niños,	niñas	o	adolescentes,	con	fundamento	en	la	causal	8	del	Artículo	324	de	
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de oportunidad “cuando proceda la suspensión del procedimiento a prueba en el 






y el imputado, acusado o sentenciado participan conjuntamente de forma activa en la 
resolución de cuestiones derivadas del delito en busca de un resultado restaurativo, 
con o sin la participación de un facilitador.
Los mecanismos contemplados por la Ley 906 de 2004 para la justicia restaura-
tiva son la conciliación procesal, la extraprocesal y la mediación.
En la conciliación y la mediación pueden pactarse mecanismos de indemni-
zación	que	generan	la	aplicación	del	numeral	8	del	Artículo	324	de	la	Ley	906	de	
2004, lo que da lugar a la suspensión del procedimiento a prueba. Precisamente 
esta posibilidad es la que se encuentra prohibida para los eventos ya señalados. 
3.3. Subrogados 
En desarrollo del sistema penitenciario progresivo se contemplan las condi-
ciones bajo las cuales las personas condenadas deben permanecer privadas 
efectivamente de la libertad y los casos en los que, por el contrario, no existe 
suficiente	justificación	o	necesidad	para	que	ello	acontezca.	Los	mecanismos	
mediante	los	cuales	opera	este	tipo	de	beneficios	se	denominan	“subrogados”.	
Los hay de dos órdenes: la suspensión condicional de la ejecución de la pena y 
la libertad condicional. 
La suspensión condicional de la ejecución de la pena consiste en que, pese 
a existir una sentencia condenatoria al cumplimiento de una pena de prisión, su 
cumplimiento se suspende por el término de dos a cinco años cuando se cumplan 
los siguientes requisitos de carácter objetivo y subjetivo:
1. Objetivo: que la pena impuesta sea de prisión que no exceda de tres años.
2. Subjetivo: que los antecedentes personales, sociales y familiares del sen-
tenciado,	así	como	la	modalidad	y	gravedad	de	la	conducta	punible,	sean	
indicativos de que no existe necesidad de ejecución de la pena.
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En todo caso, la procedencia de este subrogado no conlleva la misma suspen-
sión para la parte de la sentencia relacionada con la responsabilidad civil deri-
vada del delito.
En cambio, la libertad condicional consiste en conceder la libertad a las per-
sonas que, tras ser condenadas a la pena privativa de la libertad superior a tres 
años y haber cumplido tres quintas partes de la misma, siempre que de su buena 
conducta en el establecimiento carcelario, el juez puede sustituirse por la deten-
ción preventiva en el lugar de residencia, deducir motivadamente que no existe 
necesidad	para	continuar	con	la	ejecución	de	la	pena.	En	todo	caso,	el	período	de	
prueba será el que falte para el cumplimiento total de la condena.
Los dos subrogados conllevan el cumplimiento de las siguientes obligaciones 
durante	el	período	de	prueba,	so	pena	de	ser	revocados	y	que	vuelvan	a	cumplir	
el tiempo restante de prisión en establecimiento carcelario:
1. Informar todo cambio de residencia.
2. Observar buena conducta.
3. Reparar los daños ocasionados con el delito, a menos que se demuestre 
que está en imposibilidad económica de hacerlo.
4. Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el cum-
plimiento de la sentencia cuando fuera requerido para ello.
5. No	 salir	 del	 país	 sin	 previa	 autorización	 del	 funcionario	 que	 vigile	 la	
ejecución de la pena.
Ninguno de estos subrogados opera en los procesos por los delitos de homicidio y 
lesiones personales dolosos, y los que se relacionan con delitos contra la libertad e 
integridad	y	formación	sexuales	de	los	cuales	fueron	víctimas	niños,	niñas	o	ado-
lescentes,	con	base	en	los	numerales	4	y	5	del	Artículo	199	de	la	Ley	1098	de	2006.
3.4. Sustitución de la ejecución de la pena 
De	conformidad	con	el	Artículo	459	de	la	Ley	906	de	2004, la ejecución de la 
sanción penal impuesta mediante sentencia ejecutoriada corresponde a las au-
toridades penitenciarias bajo la supervisión y el control del Instituto Nacional 
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El juez de ejecución de penas, sin embargo, tiene la potestad de disponer la 
sustitución de la ejecución de la pena en los mismos eventos en los que proceda 
la sustitución de la detención preventiva, esto es, cuando se presente cualquiera 
de	las	situaciones	contempladas	en	el	Artículo	314	de	la	Ley	906	de	2004,	que	
ya	fueron	objeto	de	identificación.	A	diferencia	de	la	sustitución	de	la	detención	
preventiva, en la sustitución de la pena ya existe una sentencia condenatoria y 
lo que se sustituye es la condición del cumplimiento de la pena.
Sin	embargo,	el	numeral	6	del	Artículo	199	de	la	Ley	1098	de	2006	prohíbe	
la sustitución de la pena en los procesos por los delitos de homicidio y lesio-
nes personales dolosos y los que se relacionan con delitos contra la libertad 
e	integridad	y	formación	sexuales	de	los	cuales	fueron	víctimas	niños,	niñas	
o adolescentes. 
3.5. Preacuerdos y negociaciones 
La	figura	de	los	preacuerdos	y	las	negociaciones	propias	de	las	formas	de	enjui-
ciamiento acusatorio y adversarial constituyen una salida alterna, es decir, una 
forma de terminación anticipada del proceso, mediante el cual, previo acuerdo 
negociado	entre	el	procesado	y	el	fiscal,	aquel	admite	su	responsabilidad	por	los	
hechos investigados y renuncia al proceso que, en términos generales, es un sis-
tema	de	garantías	que	limita	el	ejercicio	del	poder	punitivo	del	Estado,	a	cambio	
de una rebaja de la pena.
De	acuerdo	con	la	Ley	906	de	2004,	si	el	preacuerdo	se	verifica	hasta	antes	de	
que	se	verifique	la	acusación,	esto	es,	entre	la	audiencia	de	formulación	de	impu-
tación o en ella misma y hasta antes de que se presente el escrito de acusación, se 
puede pactar una rebaja hasta de la mitad de la pena. Si es posterior y hasta antes 
de que el procesado sea interrogado acerca de su responsabilidad al dar inicio al 
juicio oral, la rebaja es de una tercera parte de la pena a imponerse.
Si bien los preacuerdos y las negociaciones previas a ellos implican consi-




hallar satisfechos sus intereses o pretensiones en el acuerdo alcanzado entre el 
procesado	y	el	fiscal.	Por	esta	 razón,	 el	numeral	7	del	Artículo	199	de	 la	Ley	
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1098 de 2006 prohibió las rebajas de la pena provenientes de los preacuerdos y 
las negociaciones en los procesos por los delitos de homicidio y lesiones perso-




luego, los preacuerdos y la negociaciones pueden operar en estos procesos con 
fines	distintos	a	la	obtención	de	rebajas	de	pena.
3.6. Otros beneficios 
El numeral 8 de la Ley 1098 de 2006 consagró la prohibición de cualquier otro 
beneficio	judicial	o	administrativo	en	los	procesos	por	los	delitos	de	homicidio	y	








por	 colaboración,	 como	 sí	 lo	 hacían	 los	 anteriores	Códigos	 de	 Procedimiento	
Penal, es decir, la Ley 600 de 2000 y el Decreto 2700 de 1991. La única mención 
de	la	Ley	906	a	los	beneficios	por	colaboración	se	encuentra	en	el	Artículo	324.5,	
previsto como causal de aplicación del principio de oportunidad.
Por	otra	parte,	la	Ley	1098	de	2006	prohibió	todos	los	beneficios	que	conlle-
van sustituciones, subrogados o rebajas de pena contemplados en la Ley 600 de 
200, dado que se encuentra vigente en los lugares donde aquella no haya entrado 
en vigencia. 
